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INTRODUCCIÓN

 

 

 

 

La idea que nos ha guiado como editores de este libro es que la conmemoración del bicentenario de la independencia y del centenario de la revolución sirva para ampliar el conocimiento sobre estos procesos y sus efectos múltiples y trascendentes en nuestra historia y contribuir a una nueva interpretación, y no para cultivar una historia de héroes y villanos. Con ese objetivo, presentamos algunos temas y ensayamos ciertos enfoques que forman parte de lo más relevante de la investigación histórica que se ha hecho en Sonora durante los últimos años acerca de los procesos acontecidos bajo el nombre de la independencia y la revolución mexicanas, porque son intentos para romper con cartabones y distanciarse del nacionalismo estrecho, la exclusión de los actores que no caben en la historia oficialista y la repetición de posturas historiográficas sustentadas en lugares comunes.

Aportar conocimiento sobre una región de nuestro país —la antigua provincia de Sonora, actual entidad federativa del mismo nombre—, no tiene como objetivo desenterrar —con ánimo de anticuario— curiosidades del pasado local, sino fomentar un diálogo con la comunidad de historiadores del país y los lectores, en especial con las nuevas generaciones. De ahí que los capítulos de este libro se sustentan en las visiones historiográficas más recientes de la historia de México, para que la información y las caracterizaciones sobre esta región compaginen con los temas de debate nacional que la conmemoración de los centenarios estimula y provoca.

Divulgar la investigación regional es importante para lograr una síntesis, principalmente en el caso de la independencia, que ofrezca una visión de conjunto, en el sentido que integre la diversidad de respuestas a este proceso en las regiones, pues su historia sigue presentándose bajo un esquema supuestamente integral, cuando en realidad está basado en acontecimientos ocurridos sólo en las áreas centrales, dejando por fuera lo que sucedió en las “periferias”. En el caso de la revolución, cuya historiografía ha valorado más la dimensión regional, lo aportado en este libro para el proceso sonorense permite tornar más complejas las caracterizaciones generales.

Históricamente el espacio hoy denominado Sonora se ha conformado como una zona de frontera. En los años del dominio hispano y hasta antes de la guerra con Estados Unidos, en 1847, era una frontera de guerra con indígenas cazadores-recolectores como los apaches en el noreste y los seris en la costa del Golfo de California. Una de las características principales de estos grupos fue que permanecieron al margen de la estructura política de la monarquía española y que hicieron de la guerra contra los colonos y los indígenas de los pueblos de misión, una forma de vida. Por su parte, éstos últimos —los indígenas sedentarios y agrícolas— no fueron derrotados militarmente por los españoles, sino que pactaron aceptar su dominio reduciéndose en los pueblos de misión bajo la autoridad  de los misioneros de la Compañía de Jesús. En esta situación, los indígenas sedentarios y agrícolas ejercieron un alto grado de autonomía, lo que les permitió rebelarse contra los aspectos que más les afectaban del dominio hispano y, como en el caso de los yaquis, establecer verdaderas fronteras internas.

De tal manera que la guerra con los grupos indígenas, en ocasiones abierta y en otras soterrada, fue la característica principal de esta frontera durante la monarquía hispana y las primeras décadas del México independiente. Desde mediados del siglo xix la frontera norte de Sonora pasaría a ser una frontera con un Estado-nación —los Estados Unidos— en fase de expansionismo territorial, que lo convirtió en una auténtica amenaza para la existencia de Sonora como parte de la nación mexicana. A fines del siglo xix, la frontera con Estados Unidos adquiere una función económica en donde los intercambios comerciales y la inversión estadunidense en este estado se expanden de manera exponencial, configurando un elemento de disrupción en las prácticas económicas tradicionales en las diferentes zonas de la entidad. La manera en que las inversiones norteamericanas generaron descontento entre diversos sectores sociales y que se expresaría en el apoyo a los grupos revolucionarios es estudiada en el capítulo redactado por Patricia Vega.

Sonora, como zona de frontera de guerra con grupos indígenas (y en ocasiones con extranjeros), experimentó la permanencia de grupos armados que periódicamente chocaban de manera violenta. Desde las primeras épocas del dominio español los vecinos se organizaban en milicias, auxiliados por soldados presidiales y milicias de indígenas aliados, para enfrentar a los nómadas belicosos o a los indígenas sedentarios insurrectos. A diferencia de las áreas centrales de la Nueva España y del México independiente, las milicias en la provincia de Sonora realmente ejercitaban la violencia, en una gama que iba de la disuasión al exterminio, pasando por el despojo y la deportación; además, la presencia militar se hizo considerable desde mediados del siglo xviii, y eran comunes los gobiernos militares en las principales poblaciones de la provincia, ya que éstas se desarrollaron alrededor de los cuarteles presidiales, y los capitanes se encargaban del gobierno político y económico de las poblaciones, así como de la impartición de justicia.

Con altibajos, la guerra contra los apaches concluyó hacia 1886-1888, y contra los yaquis hasta la década de 1930; también en diferentes coyunturas hubo guerra contra los pimas, los ópatas y los mayos. En el capítulo a cargo de María del Valle Borrero y Dénica Velarde se analiza el proceso de consolidación de los presidios como medio de defensa de la frontera septentrional ante la beligerancia indígena, el cual finalmente se mostraría efectivo al obtener la paz con “parcialidades” apaches a fines del siglo xviii y —sobre todo— al impedir el avance insurgente en las provincias de Sonora y Sinaloa.

Esta característica violenta y militar de la población asentada en el espacio conocido hoy como Sonora, compartida con otras áreas fronterizas del norte de México, se expresó en la manera como se participó en las crisis políticas que significaron la independencia y la revolución.Sonora lo hizo principalmente con contingentes armados que viajaron miles de kilómetros hasta las áreas centrales, primeramente para combatir con éxito a los insurgentes y apoyar la consumación de la independencia bajo el Plan de Iguala, y posteriormente para derrotar al ejército federal de Victoriano Huerta en los estados del noroeste y el occidente del país, tomar la ciudad de México y ser protagonistas en la denominada “lucha de facciones” (1914-1920) y la reconstrucción del Estado mexicano (1921-1940).

El carácter de la guerra como fenómeno transformador de las prácticas políticas ha sido subrayado recientemente en trabajos de investigación para otras áreas (Rodríguez Kuri 2010). En el caso sonorense significó una renovación de alianzas políticas para el combate y como estrategia de sobrevivencia, de preservación de costumbres e imaginarios, como se documenta en este libro respecto a los yaquis, quienes desde los tiempos del dominio español aprendieron a utilizar la violencia y la negociación para mantener el control de su territorio y la autonomía de su vida cotidiana, temas abordados en el trabajo de Raphael Folsom, ubicado temporalmente en 1740, y en el capítulo redactado por Raquel Padilla y Ana Luz Ramírez, para el caso de la revolución. 

En el ámbito económico y social, la guerra proporcionó la justificación para acabar con el poder de los empresarios porfiristas a través  de la confiscación de sus bienes. También, en el marco del financiamiento de la violencia, se desarrollaron nuevos sectores que ligaron el poder militar al económico, como documenta Ana Isabel Grijalva en su trabajo sobre la banca y los empresarios durante la revolución. En el caso de la guerra contrainsurgente, aun cuando falta más investigación, se observa que el esfuerzo bélico desangró las finanzas imperiales en la provincia de Sonora, lo que debilitó las defensas fronterizas y, con ello, se reiniciaron los ataques apaches; por otra parte, socavó la alianza con los soldados presidiales ópatas quienes, exasperados por las exigencias extraordinarias de la guerra contrainsurgente y la inestabilidad en el pago de sus haberes, optaron por rebelarse. Estos temas se exponen en el trabajo de José Marcos Medina Bustos.

A la par de la movilización para la guerra, el espacio hoy denominado Sonora experimentó una transformación radical de sus prácticas políticas: en los tiempos de la crisis monárquica se inician los procesos electorales extraordinarios para conformar órganos de soberanía nacional, los cuales se establecen como la vía normal de la representación con la promulgación de la Constitución de Cádiz de 1812. Ruptura radical con lo que había sido la práctica política del antiguo régimen, según argumenta Medina Bustos. Por su parte, Zulema Trejo y Esperanza Donjuan muestran cómo se fue adaptando el liberalismo en Sonora, a través del análisis de las propuestas formuladas por Ignacio Zúñiga —reconocido político sonorense— para el desarrollo del estado en la primera mitad del siglo xix. De manera similar, Eduardo Marcos de la Cruz detalla el proceso para elegir gobernador en 1917, el cual se desarrolló sin el control aplicado en el porfiriato y fue mínima la coacción gubernamental que será la norma en los años de la postrevolución (1939-1999). Este caso matiza la difundida idea de la implantación de elecciones controladas desde el principio del régimen revolucionario.

Los cambios también se reflejaron en procesos de larga duración, como se documenta para el caso de la propiedad de la tierra, analizada desde la óptica de las comunidades no indígenas. En el trabajo de Carmen Bojórquez se aprecia que en los tiempos de la independencia se aceleró el desarrollo del mercado de tierras —fomentado desde la segunda mitad del siglo xviii— gracias a la legislación aprobada por los recién conformados congresos estatales, a tono con las políticas liberales diseñadas desde la península Ibérica en los años 1810-1814. Esta política consistió tanto en la privatización de la tierra como en la delimitación de los ejidos de los pueblos. En los años de la revolución, Esther Padilla indaga la manera en que los campesinos de dos comunidades lograron el reconocimiento por las autoridades de su derecho a la tierra. En el caso del poblado de Los Ángeles, se trató de dotación de tierra, a expensas de los hacendados, para individuos que no la tenían, en tanto que en el pueblo de San Miguel de Horcasitas se reconocieron los derechos y las costumbres con las que los campesinos de este lugar usufructuaban la tierra.

El debate historiográfico explícito se aborda en el trabajo de José Marcos Medina Bustos para el periodo de la independencia, contra las posturas que reducen los efectos de la crisis monárquica a la insurgencia y que —en consecuencia— consideran que en Sonora no pasó nada significativo en esos años salvo la alteración de los circuitos comerciales. En contraste, plantea la existencia de un cambio radical que significó la introducción de las instituciones liberales, el arribo de las elites locales a los nuevos órganos de gobierno local, provincial-estatal y nacional, así como la inserción en la política nacional de los militares contrainsurgentes. 

Para el caso de la revolución, Dora Elvia Enríquez discute la cuestión del anticlericalismo de los sonorenses, y muestra que durante el porfiriato fueron principalmente individuos ligados con el magonismo quienes lo manifestaron, en tanto que los revolucionarios, obregonistas y callistas, consideraron a la iglesia católica una institución socialmente necesaria. Las medidas tomadas en su contra por la facciones mencionadas fueron de corte pragmático, en un contexto de lucha política en la que los revolucionaros se sentían amenazados por la colaboración de la jerarquía eclesiástica con sus enemigos, primeramente porfiristas, después huertistas y luego villistas-maytorenistas.

En el mismo tenor de debate historiográfico, Ignacio Almada Bay, en el capítulo dedicado a estudiar la composición de los mandos y los contingentes que se asumieron formal o informalmente como maytorenistas, hace una crítica a la definición tradicional de la facción revolucionaria conocida como maytorenista o soberanista tipificada en la época como “reaccionaria” por la prensa callista. El autor destaca los vasos comunicantes entre los diversos actores en una coyuntura de polarización y faccionalismo político. Bajo las banderas o lemas del maytorenismo se cobijan yaquis rebeldes o mansos que en número y visibilidad menores militan en fuerzas carrancistas, mayos y tehuecos levantiscos, trabajadores mineros, miembros de sociedades mutualistas, periodistas independientes, oficiales y tropas irregulares maderistas, artilleros extranjeros o ex porfiristas y los integrantes de la oposición cívico-liberal al porfiriato en Sonora, con antecedentes de maderistas de la primera hora o de reyistas antiguos en el puerto de Guaymas. El asilo a maderistas perseguidos por el huertismo en el resto del país desde el periodista Heriberto Frías hasta los gobernadores de Campeche y Sinaloa, pasando por colaboradores del derrocado gobierno de Abraham González de Chihuahua, los cuadros maytorenistas que participan en los tres gabinetes presidenciales de la Soberana Convención de Aguascalientes y la alianza táctica con el villismo en 1914-1915 (incluso un contingente se autodenomina “zapatista” en esta coyuntura) acentuaron la participación de miembros de clases medias y populares en la oposición al carrancismo local. ¿Villismo conservador?, ¿villismo desagregado?, ¿rebelión sin cabeza?, la naturaleza y la violencia de los contingentes maytorenistas permanecen como debate abierto.

Dos trabajos están orientados a mostrar la mirada de individuos ajenos a los procesos analizados. Uno de ellos, de Mario Cuevas Arámburo analiza los textos de dos viajeros extranjeros que recorrieron parte de México y Sonora en la década de 1820, evidenciando su postura crítica hacia el pasado español, teñido de la “leyenda negra”, considerado fuente de los problemas del nuevo país: el fanatismo, el despotismo, la explotación de los indígenas, entre otros. En el capítulo de Sandra González Camacho, se estudian las fotografías de trabajadores migratorios de Sonora en Estados Unidos en las décadas de auge del programa bracero, a través de la obra de dos fotógrafos de la época, mirada que se centra en su vida cotidiana y que trasluce las estrategias de sobrevivencia de las que echan mano los braceros.

Los editores queremos expresar nuestro reconocimiento al apoyo del Programa de Mejoramiento del Profesorado (promep) de la Secretaría de Educación Pública para la realización de esta obra. Así, también para el Colegio de Bachilleres del Estado de Sonora, a la lix Legislatura del H. Congreso del Estado de Sonora (2009-2012), a la lxi Legislatura del Senado de la República (2003-2012), en particular a las respectivas Comisiones Especiales Encargadas de los Festejos del Bicentenario de la Independencia y Centenario de la Revolución Mexicana y a El Colegio de Sonora.

Para finalizar, le invitamos a hacernos llegar sus comentarios sobre el libro, serán bienvenidos y de utilidad para quienes participamos en su redacción.
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VOCES YAQUIS EN LA REBELIÓN DE 1740.
IRONÍAS IMPERIALES EN LA SONORA BORBÓNICA

 

 

Raphael Folsom1

 

 

A partir de los textos que los estadistas, intelectuales 

y publicistas de la revolución norteamericana 

escribieron y publicaron, podemos inferir gran parte 

de lo que ellos pensaron y sintieron, pero es poco 

frecuente encontrar registros íntimos que narren las 

experiencias internas de la gente común que participó 

en la lucha, especialmente aquellos que revelen de 

manera no deliberada ideas, y sobre todo presunciones 

ampliamente compartidas desde las cuales se desarrolló 

la revolución. Mientras más ordinaria sea la mente 

y más repetido el perfil de la trayectoria del autor 

de esa fuente, la documentación resulta más valiosa… 

(Bailyn 1992, 85)

 

 

Introducción

En la primera mitad de la década de 1730, la dinastía borbónica aplicó reformas que tendrían un impacto considerable en la política y la cultura del noroeste de la Nueva España. Desde mediados del siglo xvii, los críticos españoles de la monarquía Habsburgo lamentaban las finanzas en deterioro, la corrupción política y la vulnerabilidad a ataques externos del imperio. Después de que el desastre se materializó con la guerra de la sucesión española (1703-1713), los consejeros del rey borbón Felipe  V establecieron diversos diagnósticos de los males imperiales. Pensadores como Gerónimo de Ustáriz y José del Campillo y Cosío argumentaron que la monarquía Habsburgo había delegado un enorme poder a las corporaciones, cuyos intereses estaban a veces contrapuestos a los de la Corona (Stein y Stein 2000, 200-230). Los funcionarios de la Corona sujetaron a la Iglesia a un escrutinio muy severo y presionaron por reformas que expandieran el poder del rey a expensas de los clérigos. Un corolario era que los pueblos nativos de América habían sido a la vez protegidos y explotados por los clérigos (Taylor 1996, 11-27; Weber 2005, 52-91). Este análisis tendría implicaciones amplias para el noroeste novohispano, las reformas llevadas a cabo a principios del siglo xviii tendrían el doble objetivo de marginar a los clérigos en los asuntos económicos y políticos de los pueblos nativos e impulsar a estos hacia la corriente principal de la vida económica y política (Baskes 2000, passim). En una región donde los jesuitas habían tenido un largo dominio, estas reformas tendrían una influencia de transformación considerable.

En el noroeste de la Nueva España borbónica, los funcionarios presionaron con incesante ahínco para que estas reformas se aplicaran. Una real cédula de 1732 desapareció las cinco provincias y las integró en  una vasta entidad o gobernación denominada Sinaloa y Sonora.2 Esta provincia se designó a la responsabilidad administrativa de un gobernador con nombramiento vitalicio que respondería sólo al virrey de la Nueva España y a la Audiencia de Guadalajara. Él era superior a todos, excepto a uno de los alcaldes mayores, cada uno de los cuales a su vez, ejercía una jurisdicción política sobre los indios de misión (Ortega Noriega et al. 1996, 153-154). A su llegada a Sonora, el gobernador vitalicio y capitán general, Manuel Bernal de Huidobro, definió sus propósitos para la región. En un auto de visita expedido el 22 de enero de 1734, el nuevo gobernador avisó de su visita a todos los pueblos de misión de la recién creada provincia de Sinaloa y Sonora. Huidobro anunció que su gobierno suprimiría el ocio y la vagancia, formaría compañías de milicianos, abriría caminos, investigaría rumores de idolatría entre los indios y examinaría las prácticas de trabajo de cada misión, y aseguraría que los indígenas no fueran explotados por los jesuitas que los tenían a su cargo.3 Esta visita fue el primer cañonazo del ataque borbónico a los privilegios de los jesuitas. Sería una oportunidad para liberar a los pueblos nativos de la opresión jesuita y permitirles tomar un papel activo en la corriente principal de la economía política de la región.

Las leyes e instituciones de la monarquía Habsburgo en el noroeste novohispano pueden compararse con un antiguo palacio barroco cubierto de un exuberante follaje de costumbres y tradiciones. Huidobro deseaba arrancarlas de tajo, derribar las paredes, instalar nuevas ventanas, arreglar y pavimentar los senderos viejos, demoler edificaciones anexas, y agregar nuevos capiteles y torrecillas a la vieja estructura. Quienes habían prosperado en el antiguo régimen reaccionaron con furia para mantener los cómodos espacios que habían ocupado por largo tiempo. Los jesuitas habían ocupado algunas de las oficinas principales del viejo edificio e hicieron todo lo posible para bloquear la construcción de uno nuevo. Parroquias, sacerdotes, colonos y especialmente los nativos, estaban resentidos con los jesuitas. Estos grupos celebraron los esfuerzos del gobernador para mover la Compañía de Jesús a habitaciones más modestas, y esperaban la construcción de alojamientos más grandes para ellos. Pero en medio de la demolición y construcción, muchos se quedaron fuera. A pesar de las ineficiencias del antiguo régimen, debe reconocerse la existencia de tradiciones y arreglos que habían madurado durante más de un siglo y que suavizaban el funcionamiento cotidiano de la Colonia. Cuando éstos fueron cuestionados, fue mucho más difícil para los diversos pueblos del noroeste novohispano comunicarse y solucionar conflictos a través de las líneas culturales. A partir de estos malos entendidos, creció la desconfianza y la animosidad, y así las reformas progresaron a través de la década de 1730 provocando violencia entre facciones políticas opuestas.

El año de 1740 registró una explosión de violencia que redujo todos los conflictos que se habían registrado desde el inicio de las reformas borbónicas programadas para el noroeste novohispano. La rebelión de 1740 fue el mayor levantamiento entre los yaquis desde principios del siglo xvii, y provocaría un eco a través del siglo xix como el comienzo  de un estatus nuevo y más independiente para los yaquis. En 1740 los yaquis comenzaron a tomar un rol más activo para alcanzar sus propósitos e intereses, pero nunca abandonarían sus profundas conexiones con el mundo colonial. Las guerras yaquis de los siglos xix y xx dan la impresión de que fueron siempre independientes. Esta imagen ha sido repetida tanto en escritos de académicos como de aficionados. Entre estos escritores improvisados se pueden citar desde Francisco de Paula Troncoso hasta Carlos Castaneda (Troncoso 1984; Castaneda 1968), quienes han descrito a los yaquis como un pueblo separado de la corriente principal de la cultura mexicana, imagen que ha sido repetida por muchos historiadores (Hu-Dehart, 1988; Vaughan 1997). Los historiadores de la Colonia han apreciado los vínculos de los yaquis con el mundo más allá del Valle del Yaqui, especialmente a través de los misioneros jesuitas que vivieron entre ellos de 1610 a 1767 (Radding 1997, 283-284; Spicer 1981), pero algunos historiadores han explorado las complejas actitudes hacia sus vecinos en el contexto de las reformas borbónicas.

El presente ensayo propone explorar dicha complejidad mediante el análisis de varios actores de la insurrección de 1740. Esta rebelión produjo un río de información que ha proporcionado a los historiadores un registro detallado y extraordinario de las cambiantes actitudes yaquis hacia la monarquía hispánica. Este registro es particularmente importante, si bien no tiene los tratados políticos tan abundantemente producidos por los “estadistas, intelectuales y polígrafos de la revolución norteamericana” descritos por Bernard Bailyn en el epígrafe inicial, tampoco tiene “registros íntimos de experiencias internas de la gente común” (1992, 85). Sin embargo, contiene mucho material que no ha sido utilizado. Los yaquis eran sumamente conscientes de sus lazos con la monarquía hispánica y hablaron y escribieron prolíficamente sobre este asunto. En documentos conservados en los Estados Unidos, México y España, los yaquis expresaron puntos de vista a la vez intensos y ambivalentes acerca del poder colonial y sus lazos recíprocos con él. Estas cartas y testimonios ofrecen miradas tanto de ideas formuladas conscientemente como también de presunciones ampliamente compartidas entre los yaquis, y así nos permiten apreciar la complejidad y diversidad de sus actitudes hacia la monarquía hispánica dentro de la cual vivían.

Las actitudes yaquis hacia la monarquía hispánica incluyen dos ironías. La primera es que la mayoría de ellos aspiraba a una libertad de acción, a la autonomía y a una identidad cultural, al mismo tiempo que otorgaban gran valor a sus vínculos con la monarquía hispánica. Ni siquiera los rebeldes más radicales de 1740 propusieron la separación o eliminación del comercio con los españoles, incluso, algunos propusieron una expansión del comercio y mayor libertad para emplearse fuera de las misiones. La segunda ironía es que la mayor parte de los yaquis entendió que su relación con la monarquía hispánica estaba caracterizada por negociaciones y brotes de violencia que surgían sobre la marcha. Los yaquis emprendieron acciones legales y a la vez violentas, a veces de manera simultánea, para realizar sus aspiraciones. En efecto, al revisar de cerca los testimonios yaquis de la rebelión de 1740, nos percatamos que el colonialismo en el noroeste novohispano fue una cultura mestiza, que incorporó un intercambio de formas de negociación y violencia entre la monarquía y los nativos de la región.4

Los historiadores del colonialismo español han descrito de diversas maneras tales relaciones contenciosas, algunas veces violentas, entre la monarquía hispánica y los pueblos nativos. Steve Stern ha subrayado el papel hegemónico del sistema de justicia español (1982). Los indios podían dirigirse y plantear sus agravios en las audiencias o juzgados, pero el efecto de larga duración de esas solicitudes era con frecuencia reforzar la legitimidad del dominio hispánico. Para corroborar este punto, otros historiadores han señalado que muchas rebeliones indígenas dirigidas contra funcionarios corruptos locales, expresaban la creencia de que el rey apoyaría sus reclamos si supiera cuán perversos eran.“Viva el rey, muera el mal gobierno”(Katz 1988,79; Taylor 1979, 113-151), este grito de combate significaba un grado de aceptación de la hegemonía colonial y sus reglas de manera implícita. Estudios recientes se han enfocado con mayor rigor y sensibilidad cultural en las experiencias, conocimientos y aspiraciones de los rebeldes (Joseph y Nugent 1994; Van Young 2001; Thomson 2003; Walker 1999; Radding 2006), pero la respuesta a la pregunta acerca de la forma en la que los nativos entendían su relación con la monarquía en la que vivían, apenas empieza a revelarse.

Los escritos y testimonios de los rebeldes yaquis de 1740 son un eco de los gritos de guerra proferidos por rebeldes anteriores, quienes apoyaban al rey y repudiaban a sus subordinados locales. Al mismo tiempo, las voces yaquis de 1740 tornan compleja la visión del conjunto. Los yaquis proseguían el litigio de sus agravios por medios legales, pero con facilidad giraban a la violencia cuando los caminos legales se cerraban. Evidentemente esto era más importante para alcanzar sus propósitos   políticos que hacerlo de acuerdo con la letra de las normas legales de la monarquía hispánica. Algunos rebeldes suplicaron al rey a expensas de los representantes reales locales, pero hacían finas distinciones entre los grupos sociales locales, con frecuencia satanizando a sus enemigos, y en otras ocasiones negociando con ellos. Esto expresa un entendimiento menos pasivo, más pragmático, más sofisticado de la monarquía hispánica que el propuesto por el modelo hegemónico que ha dominado al respecto. La acción política de los yaquis se desarrollaba gracias al entendimiento de los cambios profundos que estaban en proceso en las estructuras del imperio y de las divisiones percibidas por ellos entre múltiples facciones políticas en la Nueva España. La ideología política de los rebeldes yaquis no puede reducirse a una visión simplista en la cual sujetos humildes, aliados con un rey piadoso, confrontan perversos funcionarios locales, más bien, los rebeldes pelearon para tomar el control de las relaciones de intercambio en una sociedad que ellos percibían débil y dividida. Esta mentalidad perceptiva e incisiva hacia la monarquía se refinó en 1740 y resonaría a través de la historia de la opresión yaqui y la guerra en el México independiente.

La monarquía Habsburgo y la dinastía Borbónica en Sonora

La reacción de los yaquis hacia el poder colonial posee profundas raíces históricas. A lo largo del siglo xvii, negociaron una alianza duradera con la monarquía hispánica (Radding 1997, 12-13). Como habitantes de una misión jesuita remota, los yaquis fueron capaces de preservar su lengua, sus danzas y gran parte de sus tradiciones al mismo tiempo que adaptaban la fe católica a sus propias necesidades y aspiraciones. Los españoles dependían de la fuerza de trabajo yaqui y de los productos agrícolas que vendían en los pueblos mineros (West 1949, 49). Y más importante aún, los españoles dependían del apoyo de la milicia yaqui en sus arreglos con los nativos del noroeste de la Nueva España.5 De este modo, cuando la dinastía borbónica ocupó el trono en España, los yaquis contaban con más de un siglo de experiencia en el trato con europeos de diversos estratos y afiliaciones sociales. Los misioneros jesuitas habían sido durante mucho tiempo su punto de contacto principal con el imperio, aunque no fueron los únicos europeos con quienes habían pactado previamente; colonos, rancheros, comerciantes, mineros y soldados españoles fueron interlocutores frecuentes de los yaquis.

Esta experiencia y conocimiento profundo de la monarquía hispánica condicionó la respuesta de los yaquis hacia las reformas borbónicas. Las reformas propuestas por Huidobro ofrecían oportunidades a los nativos que las aceptaran y muchos yaquis estaban dispuestos a ello. Los líderes yaquis pusieron particular atención a las reformas concernientes a la Iglesia. Se percataron de que las iniciativas marginaban la influencia del clero en la vida política y económica de las comunidades indígenas, y de este modo encauzaban la fuerza de trabajo y los productos indígenas al mercado abierto (Weber 2005, 181-182).

Los reformadores borbónicos, como el gobernador Huidobro, pensaban que el clero sostenía un punto de vista obsoleto acerca de los nativos, al considerarlos niños necesitados de una tutela moral y política. Creían que si los nativos americanos alguna vez habían necesitado tal tutelaje, ese tiempo había terminado. Había llegado la hora de despojar a las poblaciones nativas tanto de los privilegios como de las cargas de su condición minoritaria y conducirlos hacia una nueva era de libertad y productividad. Los líderes de las rebeliones yaquis comprendieron que poseían nuevos y poderosos aliados en el gobierno, y los procuraron con mayor insistencia a mediados de la década de 1730.

La asociación emergente entre los yaquis y sus aliados en el gobierno no pasó desapercibida. Los jesuitas expresaron su asombro de que los yaquis “rebeldes”, “delincuentes” y “bárbaros” encontraran partidarios en la recién creada gobernación de Sinaloa y Sonora.6 Un hombre declaró que “los españoles serían los únicos culpables” de cualquier levantamiento de los indios, y agregó que los españoles “envidiaban a los padres [jesuitas]” y protegían sus nocivas demandas. Pero la afrenta más grave contra su condición de europeos era que en los conflictos juzgados por el gobernador, “los indios siempre tenían la razón”.7

En este ambiente político nuevo y más receptivo, un grupo de yaquis se rebeló para restar autoridad a los jesuitas y adquirir mayor libertad política y económica. En 1735, dos líderes llamados Bernabé Basoritemea y Juan Ignacio Jusacamea (también conocido como el “Muni”). En 1735, acompañados por una docena de hombres, presentaron sus quejas contra los jesuitas ante el alcalde mayor de Río Chico, un pueblo minero cercano a las misiones yaquis. La trayectoria de estos líderes sugiere el tipo de movimiento que encabezaron. Jusacamea nació alrededor de 1703 y fue el alférez de una tropa del pueblo de Ráhum; fue electo a su cargo por los pobladores del Río Yaqui y ratificado por Juan Bautista de Anza. Se desempeñó como alférez durante cuatro años y se aludió a su servicio en las campañas contra los indios seris, tiburón y baboroco. Hasta hacía poco había sido gobernador del pueblo de Ráhum. Basoritemea nació alrededor de 1688 y era compadre de Jusacamea. Había estado a las órdenes de Jusacamea como soldado de milicia. Estaba casado con una mujer llamada Polonia Baossa, hablaba español y era arriero. Había sido gobernador de Huírivis hasta que fue removido a instancias de los jesuitas locales.8

Ambos líderes contaban con una experiencia considerable fuera de los pueblos yaquis, habían servido como milicianos y Basoritemea había viajado al exterior como conductor de recuas. No eran defensores de las tradiciones yaquis ni se oponían a las innovaciones borbónicas, sino que eran líderes que tenían contacto con el exterior de la misión yaqui y comprendían los cambios radicales que la monarquía estaba efectuando. En este sentido, se encontraban más próximos a los cabecillas “de mucho mundo” de la revolución mexicana, que a los revolucionarios mesiánicos como aquéllos que encabezaron el levantamiento de los indios pueblo en 1680 (Joseph 1980; Knight 1986; Knaut 1995). No buscaban destruir el orden colonial, sino mejorar su posición en él.

Los reclamos de estos líderes disidentes estaban dirigidos hacia tres grupos relacionados entre sí: los misioneros jesuitas, los yaquis aliados con ellos y los auxiliares mestizos de los jesuitas llamados “coyotes”. Jusacamea y Basoritemea afirmaban que el capitán general yaqui, Cristóbal de Gurrola, los había depuesto de sus cargos en sus gobiernos locales a pesar de haber sido debidamente electos. Amparado por los jesuitas, Gurrola azotaba y encarcelaba gente sin motivo alguno y destruía las armas de los yaquis que habían servido en las tropas españolas. De acuerdo con los demandantes, Gurrola y los coyotes trataban a sus enemigos como esclavos, confiscaban sus propiedades injustamente y robaban sus herramientas de cultivo para impedirles trabajar la tierra. Los coyotes eran particularmente ofensivos al abusar de sus cargos como sacristanes y mayordomos para influir en los jesuitas, apropiarse de las tierras y forzar a la población a obedecer sus demandas.9

En agosto de 1736, Miguel de Quirós, alcalde mayor de Río Chico, alentó a Jusacamea y Basoritemea a que presentaran sus quejas a la Villa de Sinaloa, ante el gobernador Huidobro. Sin embargo, este se encontraba en Baja California en ese momento, así que correspondió al teniente Manuel de Mena atender sus demandas. Mena se encontró a mitad del camino con Jusacamea y Basoritemea mientras viajaban a la capital de la provincia y les dio instrucciones para que regresaran a la misión, donde los escucharía.10 A su llegada, soldados armados de Pótam, Ráhum y Huírivis salieron a su encuentro y lo escoltaron, demostración de fuerza cuya intención era recordar al visitante el poderío y la dignidad militar de su anfitrión.11 Los yaquis trataron de ganar el favor de Mena obsequiándole provisiones para su visita, como vino, pan, frutas y cabras. Después de pasar un tiempo breve con ellos, Mena fue a visitar a los jesuitas. Los jesuitas Pedro Reynaldos, Bartolomé Fentanes, Ignacio Duque y Diego González rodearon a Mena con perlas y otros regalos.12 Al sexto día, Mena estaba en contra de los yaquis y había tomado partido en el bando jesuita. A indicación de éstos, Mena ordenó el encarcelamiento de los rebeldes principales. Juan Ignacio Jusacamea y su padre, Vicente, fueron tomados prisioneros junto con Bernabé Basoritemea y sus aliados Juan Pinto, Juan Calixto, Juan Chichiali, Nicolás Cupé, Cristóbal Guairomea y tres hombres identificados como Melchor, Cristóbal y Marcos. Mena los interrogó y los forzó a decir que el alcalde mayor Quirós los había obligado a presentar sus reclamos.Cuando negaron que Quirós hubiera intervenido, Mena los amenazó con llevarlos a la Audiencia de Guadalajara, incluso llegó a decirles que serían lapidados. A continuación, encarceló a los detenidos y envió un mensaje al alcalde mayor de Río Chico para que acudiera a Pótam.13

Las noticias de estos acontecimientos llegaron pronto a oídos del líder yaqui Luis Aquibuamea, quien inmediatamente organizó una resistencia para combatir el encarcelamiento de Jusacamea, Basoritemea y sus seguidores. Cerca de dos mil yaquis armados de los pueblos de Pótam y Vícam se congregaron alrededor de la casa de comunidad, donde sus líderes estaban encerrados. Los hombres de Aquibuamea arribaron con arcos y flechas, estandartes y tambores. Sus clamores de libertad para los encarcelados aterrorizaron a Mena. Cuando Jusacamea solicitó hablar a la multitud para calmarlos, Mena aceptó rápidamente. Jusacamea apareció encadenado ante los guerreros armados. La multitud gritó que no deseaban oír sermones y que se marcharían hasta que los hombres fueran puestos en libertad. Sin embargo, Jusacamea logró tranquilizarlos. Les habló largo y tendido en su lengua y les dijo que su presencia probablemente no sería de utilidad. Si el problema desembocaba en un conflicto armado, los españoles matarían primero a los prisioneros. Jusacamea dijo que serían liberados si la multitud se dispersaba. Al ver que obedecían, los prisioneros fueron puestos en libertad al día siguiente. Los líderes fueron restituidos en sus cargos, sólo para ser depuestos una vez más por el jesuita Ignacio María Napoli, poco tiempo después.14

La  confrontación  por el  encarcelamiento de los gobernadores agraviados fue un momento crítico en muchos aspectos. Enseñó lecciones vívidas de poder político a quienes lo atestiguaron. Los yaquis se dieron cuenta de que los jesuitas estaban en desacuerdo con algunos actores del gobierno secular, y que éste, a menudo, estaba dispuesto a escuchar y apoyar sus demandas contra los jesuitas, pero que también se encontraba propenso a la corrupción, la indecisión y la cobardía. Quizá lo más importante fue descubrir que un pueblo unido para hacer frente a las amenazas de violencia, podría ejercer una influencia poderosa sobre su propio destino. Puede ser que Jusacamea y Basoritemea no hayan encarnado los ideales y aspiraciones de todos los yaquis, pero el abuso que sufrieron por parte de Mena consolidó el apoyo de un numeroso sector de la población. Testimonios de los eventos de los siguientes diez años señalarían la protesta, captura y liberación de los gobernadores depuestos como un punto de inflexión en las relaciones yaquis con los jesuitas y el gobierno secular. Quizá más que ningún otro, este momento expresa la naturaleza, a veces violenta, a veces propensa a la negociación, de las relaciones yaquis con la monarquía hispánica. La violencia fue menos una ruptura del orden colonial que una expresión de éste. A medida que el dominio colonial se negociaba, la violencia se volvía una posibilidad constante.

Aunque Jusacamea y Basoritemea no pudieron encontrar una solución a sus demandas con las autoridades locales, obtuvieron un permiso para ir a la Ciudad de México y presentar sus reclamos al virrey. En julio de 1739, el virrey y arzobispo Vizarrón escuchó sus peticiones. Jusacamea y Basoritemea demandaron la expulsión de los jesuitas y coyotes más ofensivos de la misión yaqui, permiso para portar armas, el pago justo de su trabajo y que sus tierras fueran respetadas, elecciones libres de la intromisión  jesuita, y que se continuara impulsando el comercio fuera de los pueblos yaquis. Una de las demandas principales era que los yaquis pudieran vender su fuerza de trabajo y producir para quienes ellos desearan. El virrey aprobó casi todas las demandas el 26 de febrero de 1740.15 Sin embargo, los jesuitas retrasaron durante meses el litigio, y durante ese tiempo se corrió el rumor en los pueblos yaquis de que Jusacamea y Basoritemea habían sido asesinados.16 Aunque el rumor era falso, fue la chispa que incendiaría los conflictos que habían estado latentes por varios años.

Antes de discutir la siguiente fase de la rebelión, vale la pena mencionar los esfuerzos de Jusacamea y Basoritemea. Sus peticiones tomaron ventaja en los conflictos originados por la transición del régimen Habsburgo al gobierno borbónico. Sus acciones se basaron en el conocimiento de los eventos que ocurrían más allá del Valle del Yaqui y demuestran una sofisticación en la búsqueda de objetivos políticos a través de los laberintos del sistema de justicia español. Los líderes yaquis deseaban preservar su autonomía política y libertad de acción económica, también expresaron un fuerte deseo de aceptación y respeto al poder colonial. Querían portar armas y disfrutar de los privilegios que gozaban los hombres que habían estado al servicio del rey en la guerra; prevenir que los jesuitas les impidieran desplazarse de los pueblos yaquis a las minas españolas; vender sus bienes y servicios a los foráneos y disfrutar las ganancias obtenidas. Este mecanismo no buscaba destruir el poder colonial, sino extraer de él su valor máximo.

La rebelión de Juan Calixto Ayamea

Muchos yaquis apoyaron a Jusacamea y Basoritemea, hecho ilustrado nítidamente por la multitud armada que se organizó para liberarlos de prisión, pero la opinión política entre ellos nunca fue unánime. Algunos deseaban el regreso del antiguo régimen Habsburgo, mientras que otros proponían una ruptura con el pasado, propuesta más radical que la de los gobernantes ausentes de los pueblos. Estas divisiones políticas se agudizaron debido a los rumores del asesinato de Jusacamea, al tiempo que la atmósfera política de la misión se ensombrecía con furia, indignación y paranoia. Un cúmulo extraordinario de cartas y testimonios permiten explorar estos debates. En el extremo de la gama conservadora se encontraban los jesuitas, los coyotes y sus aliados yaquis. Ellos constituían un grupo numeroso, constantemente a la defensiva en sus negociaciones con el gobierno secular y sus adversarios políticos entre los yaquis. Ambos desaprobaban y no comprendían los cambios que se operaban en el gobierno en el noroeste de la Nueva España, y el resultado era la confusión. En el extremo contrario de la gama se encontraba Juan Calixto Ayamea, líder yaqui que defendía la mayor parte de los objetivos políticos de Jusacamea y Basoritemea, y quien, al igual que sus seguidores —en contraste con los tradicionalistas—, conocía las políticas coloniales y estaba resuelto a conseguir sus fines de manera más agresiva. Ayamea había servido junto a Jusacamea en la milicia hispana, contaba con experiencia considerable fuera del Valle del Yaqui, hablaba español y entendía las complejidades de las políticas coloniales. Su audacia y sofisticación política lo llevó al poder en la cargada atmósfera de los últimos años de la década de 1730.

El principal adversario de Ayamea era el capitán general yaqui Cristóbal de Gurrola. El 12 de noviembre de 1737, Gurrola escribió una larga carta a Huidobro denunciando la “rebelión” de Jusacamea y Basoritemea. Junto a varios oficiales yaquis, Gurrola proclamó con orgullo su obediencia a la ley, su amor a los jesuitas y su disgusto por la insolencia de los gobernadores depuestos. Los ex gobernantes incitaron disturbios, escribió, y alentaron que otros no asistieran a la iglesia y desobedecieran a los sacerdotes que no eran de su agrado. Gurrola escribió que él y los jesuitas habían actuado de acuerdo con las órdenes del auto de visita de Huidobro, y se preguntaban por qué los funcionarios de la Corona no habían tratado con más severidad a alborotadores como Jusacamea y Basoritemea: “y temorosos nosotros de poner mano en ellos y castigarlos, por no saver si el Rey Nuestro señor, lo tubiera a bien; hemos quedado en mucha Confusion y tristeza, sin saver que hacer”.17 Gurrola y quienes firmaban la carta eran claramente conscientes de las reformas que Huidobro llevaba a cabo, pero no las consideraban una invitación a derrocar el antiguo orden político. Resulta muy significativo que los autores de esta carta tuvieran conocimiento de las reformas de Huidobro, respondieran a ellas en formas que creían beneficiosas para ellos, y reconocieran su dependencia continua hacia los funcionarios de la Corona, fuera de la misión yaqui. Aun cuando la misión se sumergía cada vez más en una espiral de violencia, un líder reiteró la lealtad de su pueblo hacia el gobierno colonial. El 29 de abril de 1740, un yaqui proveniente de Cócorit llamado Juan Guitorimea, escribió al Justicia Mayor, José de Acedo, para implorar piedad y expresar los deseos de su pueblo:

 

Mui señor mio, deseo que Vstted, y nuestro Padre Pedro Mendoza, gozen mui caval salud… serremos buenos hijos de Vstted, y de Nuestro Padre Pedro, y asi nos perdonará por amor de Dios, nuestro Justticcia maior por nuestras Culpas, ya de en adelantte queremos Servir, y morir como christianos Cattholicos, con quiettud, y con sociego.18

 

Muchos yaquis deseaban mantener por medios pacíficos sus lazos de reciprocidad con los representantes de la monarquía hispánica.

El líder rebelde Juan Calixto Ayamea mostró una comprensión similar del mundo imperial y un deseo afín de continuar su intercambio con él, pero persiguió este objetivo a través de medios más agresivos. El 20 de mayo de 1740, Ayamea escribió al colono español Don Juan de Aldamez presentándose como un amigo: “Mui señor mio: deseo goze Vsted y la señora su esposa y los Nillos [sic], y los mas señores quesen [sic] mui caval salud, y ofreciendo yo la mia, quedamos todos buenos, siempre para servir a Sted (a Dios gracias)”.19 Ayamea utilizó la elaborada cortesía que sabía agradaría a su lector, al mismo tiempo que lanzaba amenazas. Al mencionar la salud de la esposa y los hijos de Aldamez desde el inicio, sugería tácitamente que quizá no gozaran de ella por mucho tiempo. La amenaza se vuelve explícita en las líneas siguientes: “Mui señor mio, noticio a usted que se llego la ora de que se rrompa la Guerra en el Nombre de Dios, y del Rey mi señor (que Dios Guarde muchos años); ya esto sa acava, ya quiere Dios que se acave todo esto…”20

Ayamea parafraseó el viejo lema “Viva el rey, muera el mal gobierno”. Pero mientras alababa a Dios y al rey, denunciaba a los funcionarios corruptos que habían asesinado a Jusacamea y Basoritemea; sus tácticas eran más complejas de lo que parecían. Continuó su carta sugiriendo a Aldamez mudarse con su familia al Río Yaqui para reunirse con su hermano, Don Francisco Aldamez, quien vivía ahí junto al padre Pedro Mendibil, un cura secular. Ayamea escribió que ellos: “an sido Abogados nuestros, y me an dicho y a ttodos nosotros, que han de morir enttre nosotros”.21 Así, mientras ensalzaba al rey a la distancia y condenaba a los funcionarios locales, también realizaba cuidadosas distinciones entre los españoles corruptos y los honestos, prometiendo hacer la guerra a los primeros y proteger a los segundos. Más adelante delimitó el alcance de la rebelión por medio de su conocimiento del idioma  castellano y un hábil manejo de formas verbales que expresaban cortesía y respeto. Independientemente del resultado de la rebelión, la carta de Ayamea insinuaba la continuidad de las políticas hispanas y la supervivencia de españoles que formaban parte de las comunidades yaquis.

Alrededor del 20 de mayo de 1740, Ayamea fue aclamado como capitán general del Río Yaqui y a partir de entonces las políticas tomaron un rumbo violento.22 Una multitud asesinó y decapitó a un coyote residente del Valle del Yaqui. Poco después, Ayamea perpetró un asalto a los pueblos y haciendas cercanas con 1300 yaquis. Los hombres saquearon el Real de Baroyeca y asentamientos cercanos, robaron maíz y ganado, asaltaron haciendas y mataron a quienes no huyeron a tiempo.

Después de romper ventanas, derribar puertas y robar los caballos de la Hacienda del Espíritu Santo, Ayamea y sus hombres se reunieron de nuevo para dirigirse a Cedros, donde esperaban confrontar al gobernador Huidobro.23 A su llegada, se dieron cuenta que el lugar había sido abandonado, se apresuraron a incendiar la casa principal, destruyeron varias imágenes religiosas, robaron algunos adornos de la iglesia y destruyeron otros. Ayamea confesó siete meses después, “cada uno cojia lo que podia como quando a muchisimas Gallinas les echan mais que unas pueden cojer mucho otras poco y otras nada”.24 Los rebeldes asesinaron a cuatro hombres y tomaron 78 rehenes forzándolos a caminar desnudos hacia el Valle del Yaqui. Un criado conocido como Juan Ignacio Chiquito declaró posteriormente que había visto “muchos bailes Gentilicos, especialmente desde que un Hiaqui les llevó una cavellera que quitaron a Juan Martin en el Puesto de Bacusa…”.25 Rituales como estos indican la permanencia de prácticas no cristianas en la misión yaqui e implican que el movimiento de Calixto tuvo ambiciones tanto políticas como culturales.

Incluso en momentos de gran violencia, Ayamea nunca perdió de vista sus objetivos políticos. Poco después del ataque a Cedros escribió al jesuita Juan de Arce que él y sus hombres no deseaban lastimar a nadie, y que amaban a los jesuitas como “Cristos en la tierra”. Continuó diciendo que eran cristianos bautizados en la fe de Dios y que deseaban repartir la tierra. Aunque aclaró que ningún capitán, justicia o gobernador podía hacerlo, sino Dios.26 Aquí, y a lo largo de la correspondencia, Ayamea expresa cierta ambivalencia hacia el régimen colonial. Su carta posee la cortesía retórica que sus lectores esperaban, estaba familiarizado con los protocolos de las políticas coloniales, pero al mismo tiempo trataba de tomar ventaja de su propio poder militar y la crisis de autoridad en la gobernación de Sonora y Sinaloa. Quería obtener títulos para las tierras de los pueblos yaquis, pero sin la intromisión del gobierno colonial y las exacciones que se obtendrían. Sólo Dios podría repartir las tierras. Al mismo tiempo que comprendía las estructuras y la cultura de la monarquía hispánica, ofrecía una interpretación idiosincrática de ellas.

En una carta posterior, Ayamea presenta una versión más detallada de su visión de los pueblos yaquis y su relación con la monarquía hispánica.27 El 28 de junio de 1740, con Huidobro acorralado en Álamos, escribió una carta en la que explica sus aspiraciones al gobernador. Comenzó con unas frases de respeto y cortesía muy elaboradas: “Mui señor mio, saludamos a Vseñoria [todos los pueblos yaquis] Belem, Guiribis, Raum, Pottam, Bicam, Torin, Bacum, Cocori, saludamos a Vseñoria con rendido afectto…” Estos son halagos de un político astuto y veterano. Continuó diciendo: “Señor capittan, solo Dios nos pueda dar consuelo, de lo mui tristte que estoy yo… en Veer a los españoles, y Vezinos desamparados, de sus asisttencias y quiettudes [sic]”.28

Aquí, como en su carta dirigida a Arce, el discurso de Ayamea se sesga. Por un lado expresa compasión por el sufrimiento de los españoles que victimizó, mientras que al mismo tiempo llama la atención sobre el poder de destrucción del movimiento que encabeza. Afecto y amenaza encajan aquí como anillo al dedo. Estas ambiguas observaciones preparan al lector para lo que sigue: 

 

Jro, y digo a Vseñoría, delantte de Dios, que ttodo el Río sin señalar persona, se hallan Vnanimes, y conformes a las ordenes de Vseñoría, y con ttodo corazon rendimos a Vseñoría… con veras de nuesttro corazon, por que queremos vivir en Gracia de Dios en nuestros Pueblos, quiettos como antes”.29                                   

 

Ayamea y sus seguidores querían la paz, pero dejaron claro que la deseaban en sus propios términos: “Señor ya lo que sucedio, solo Dios lo ha de remediar, y asimismo todos… pedimos a Vseñoría el perdon General”.30 Con esto, buscaba eliminar los sucesos violentos de las semanas anteriores de la esfera de la ley y la justicia humana y colocarlos en el reino de la misteriosa acción de la providencia divina, de esta manera, se absolvía a sí mismo y a sus seguidores de sus equivocaciones y de recibir un castigo innecesario.

En un tono de humilde reclamo, Ayamea continuó lanzando demandas y amenazas: “Veer que Vseñoría se halla en esttos Paizes de los Alamos con muchos soldados, nos haze esttar mui tristtes, y así por Dios Nuestro Señor pedimos a Vseñoría, que rettire ttodas, todas sus Armas”. En una nota adjunta, pedía que el sacerdote secular Pedro Mendibil reemplazara a los jesuitas, y que Huidobro confirmara este cambio con el obispo de Durango.31 Ayamea finaliza la carta con instrucciones para enviar el perdón general al Valle de Yaqui y una invitación para que los vecinos “pueden todos… Venir a resgattar, travajar en sus Minas, y comersiar como anttes, que es es [sic] nuestro deseo, y no otro”. Si estas demandas no se cumplían “fuera de grandisimo pesar, y pudieran suceder aglunoss desasociegos en los hijos, que procurando nosottros, como principales, y Padres de ellos, el que no los haiga”.32 De nuevo encontramos una amenaza: afirmaba que trataba de impedir brotes de violencia, pero luego decía que si Huidobro no cumplía sus peticiones, sería imposible evitar el derramamiento de sangre. La carta resultó un tour de force de falsa humildad, amenazas veladas, y una agresión encubierta en la elegancia de la cortesía retórica. Sin lugar a dudas, Ayamea deseaba continuar y tomar control, de una vez por todas, de las relaciones yaquis con el poder imperial. Él y sus seguidores aceptarían a los sacerdotes que ellos eligieran. Querían que continuara la paz, el comercio y el trabajo al exterior de la misión yaqui, pero que este intercambio se diera en sus propios términos.

Quizá la expresión más elocuente de las paradójicas demandas de los rebeldes proviene de un esclavo prófugo. Francisco Parralo declaró haber estado cautivo entre los yaquis y forzado a servir como tamborilero. Dijo que animó a los rebeldes a atacar un grupo de soldados españoles para escapar y luchar en su bando. Puede que esto suene como una idealización de los hechos, y quizá lo fue, ya que Huidobro no lo creyó. Parralo fue encarcelado después de esta declaración. Sin embargo, su deposición proporcionó un testimonio de primera mano que confirmaba muchos detalles acerca de los motivos, métodos y resultados de la rebelión. De acuerdo con otras fuentes, Parralo confesó que Ayamea era la cabeza principal de la insurrección. También dijo que la supuesta muerte de Jusacamea y Basoritemea fue el motivo principal de la rebelión, que los rebeldes habían tomado rehenes y se habían apropiado de los adornos y ropajes de la iglesia para su uso personal. Agregó que el apoyo a Ayamea era muy entusiasta, los rebeldes no tenían que forzar a sus seguidores para volcar su violencia hacia los españoles, lo hacían de manera voluntaria.33

La descripción de Parralo acerca de la rebelión de los pueblos de misión aporta una sensación intensa de la sociedad en que deseaban vivir:

 

Todos handan armados y a ninguna hora largan las armas ni aún para ir a misa por que con ellas… entran a oirla, que al Padre Antonio de Estrada, aunque le stratan con Reverencia, no le permitten livertad ninguna, por que solo ha de hazer aquello que ellos quieren. Y dicho Padre no tiene mando, en nada De dhos Misiones, ni tanpoco le permiten ir a la suya, y si tal verlo con sigue por su ruego, viene gran guarnicion de Yndios, y selo buelven al siguiente dia…34

 

Los rebeldes querían un jesuita con ellos y atendían misa regularmente, aunque asistían armados. Despojaron a los jesuitas de todo poder mundano, por encima de sus propias investiduras y agendas, y sobre la actividad política y económica de las misiones. En lo esencial, los rebeldes esclavizaron a los jesuitas. Este hecho representa la realización de la esperanza rebelde: los sacerdotes continuarían su valiosa función como intercesores ante Dios, renunciando a sus ambiciones mundanas. La imagen de los yaquis armados asistiendo a una misa católica con un sacerdote cautivo es la más emblemática del movimiento rebelde en conjunto. Fue un movimiento conducido por un fuerte sentimiento de traición por parte del gobierno civil, y un deseo de control sobre la vida religiosa, económica y política de los pueblos yaquis. Al mismo tiempo, en los escritos y las acciones de los rebeldes subyace un deseo de seguir comprometidos con el mundo externo al Valle del Yaqui, compromiso cuyas complejidades están simbolizadas en la misa armada, descrita por el rehén Francisco Parralo.

Conclusión

A finales de 1740, los jesuitas, los sacerdotes seculares y los colonos hicieron a un lado sus diferencias y unieron fuerzas para derrocar a Manuel Bernal de Huidobro. Huidobro había retrocedido ante la rebelión, y su falta de determinación para el combate permitió que la violencia creciera. Su ambición de transformar la sociedad del noroeste novohispano se igualaba sólo a su gran cobardía, y esta desafortunada combinación atrajo la ruina a él y a su gobierno. Un mucho más agresivo Agustín de Vildósola sustituyó a Huidobro e inmediatamente combatió a los rebeldes. Vildósola encabezó una serie de luchas contra los rebeldes y pronto tomó el control de la provincia. Ejecutó a todos los líderes de la rebelión y archivó los planes de Huidobro para llevar a cabo las reformas políticas (Almada 2000, 109-111).

Aunque la insurrección de 1740 no logró lo que los líderes deseaban, reveló las ambiciones culturales, políticas y económicas de muchos yaquis. ¿Cuáles eran los ideales y los “supuestos extendidos” de los yaquis en 1740? Las cartas y testimonios de la época revelan una sociedad con un amplio rango de opiniones, y este es uno de los hechos más importantes que la rebelión visibilizó. Los testimonios que se conservan actualmente registran desacuerdos entre los mismos yaquis. La polémica diversidad política de los pueblos yaquis continuó hasta el siglo xix, cuando facciones de “broncos” y “mansos” debatieron la mejor forma de confrontar al Estado independiente mexicano (Hu-DeHart 1988, 154-162). Una suposición posterior revelada por las voces yaquis de 1740 fue que todas las facciones reconocieron los lazos profundos e inquebrantables entre la sociedad yaqui y la monarquía hispánica. Ya fuera que discutieran su rendición y reconciliación, o la agresión militar y el desarrollo de nuevos derechos y privilegios, todos los involucrados en la misión yaqui estaban conscientes de que el imperio se quedaría. La cuestión no era aceptar o rechazar el dominio colonial, sino cómo beneficiarse de los acuerdos políticos y económicos que se tomaran. Para este fin, los yaquis utilizaron tácticas legales o violentas, y a veces ambas. Cuando se amenazaba o encarcelaba a los líderes durante las negociaciones con los no indígenas, la situación viraba inmediatamente hacia la violencia. En medio de la batalla, los líderes yaquis realizaron acercamientos diplomáticos a sus enemigos. Yaquis, jesuitas, funcionarios de la Corona y colonos asumieron que las relaciones coloniales, por su naturaleza, tenían al mismo tiempo un carácter de negociación y de violencia.

A lo largo de la historia de México, los yaquis expresarían una y otra vez curiosidad, perspicacia y deseo de participar en una sociedad más amplia que sus antepasados visualizaron en 1740. Los yaquis fueron los únicos indígenas que lucharon con claros objetivos étnicos en la revolución mexicana, y a partir de entonces, recibieron la única concesión ejidal basada en la identidad étnica (Hu-DeHart 1988, 166-168). Esta historia ha sido utilizada en narrativas más extensas acerca de la temible resistencia yaqui. A la luz de 1740, estas acciones pueden leerse como una expresión de su voluntad para involucrarse en las luchas políticas más allá del Valle del Yaqui. Al enfocarnos en las acciones, testimonios y escritos de los yaquis de las décadas de 1730 y 1740, se revela una rica y compleja comprensión de su desenvolvimiento histórico. Los yaquis no sólo resistieron la opresión monárquica y se aferraron a sus rituales ancestrales en medio de la persecución, aunque ciertamente hicieron ambas cosas algunas veces, también adoptaron aspectos de la cultura colonial, explotaron sus conexiones con la economía de la colonia y persiguieron sus aspiraciones políticas con un profundo entendimiento del imperio en el que vivían. La resistencia, flexibilidad e inteligencia que demostraron en 1740, les serviría una y otra vez en el caos de la independencia y la revolución mexicana de los siglos xix y xx. 
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Introducción

En este artículo se ofrece una visión de la organización de las fuerzas militares durante las últimas décadas del siglo xviii en el virreinato novohispano, y dentro de este conjunto se analiza cómo se fueron modificando y organizando las fuerzas presidiales en la provincia de Sonora, cómo aparecen otros destacamentos fijos en el escenario sonorense, y la consolidación de las tropas de indios auxiliares. Nuestro marco de referencia será el reglamento de 1772, que fue el corpus legal que reguló el funcionamiento de los presidios durante los años finales del siglo xviii y parte del siglo xix.

El escenario

En los últimos años del siglo xviii los españoles del virreinato novohispano enfrentaron la amenaza de la expansión europea. Franceses, rusos e ingleses avanzaban sostenidamente desde sus posesiones en Norteamérica sin ocultar su interés por vincularse con las ricas explotaciones mineras del septentrión novohispano. Esta región dejaba de ser exclusivamente una frontera con territorios desconocidos habitados por nómadas belicosos, y comenzaba a ser una frontera con el movimiento expansivo de otras potencias europeas (Aboites 1995).

La Guerra de los de Siete Años (1757-1763) hizo explícita esa nueva condición del septentrión. En esa guerra Francia perdió sus colonias americanas principales, Canadá y la Luisiana. Inglaterra, la gran vencedora, conservó a la primera y España, aliada de Francia, recibió la segunda. Los conflictos internacionales afectaron de manera directa las posesiones españolas en ultramar y este cambio de la frontera hizo más evidente la debilidad de las posesiones españolas en el septentrión, y más aún por la prolongada guerra con los nómadas. Éstos obstaculizaban el comercio y dificultaban la ocupación de nuevas tierras, pues incluso algunos lugares tenían que abandonarse, y ello inhibía el avance español; la Corona tenía que gastar sumas cada vez mayores en el sostenimiento de los presidios.

Los habitantes del septentrión novohispano sabían de las andanzas de los franceses en Texas desde finales del siglo xvii. Más tarde, a mediados del siglo xviii, las autoridades españolas veían con gran preocupación el avance de los rusos, que ya para 1760 tenían un puesto de avanzada a unos ochenta kilómetros de la bahía que más adelante se llamaría San Francisco, en la Alta California. 

El régimen borbónico, en cuyas manos estaba la corona española desde principios del siglo xviii, emprendió un enorme esfuerzo político a partir de 1760. El objetivo era reforzar el dominio sobre sus posesiones americanas, aumentar la extracción de recursos y consolidar la hegemonía política del poder público por encima de cualquier otra fuerza política o sector social. Este proyecto incluyó varias medidas en materia fiscal, militar, económica, política y religiosa. Con el afán de cambio, una nueva concepción política-económica empezó a abrirse camino entre los consejeros y ministros hispanos, quienes, entre otros aspectos, enfrentaron el problema de las relaciones entre metrópoli y virreinato. Una de las medidas importantes para la defensa del territorio y el establecimiento de un aparato represivo que permitiera a la Corona aplicar las reformas tendientes a ejercer un amplio control sobre el comercio y la sociedad novohispana fue el empeño en trasladar a ese reino el mayor número posible de peninsulares adictos al reformismo, y para ello la administración colonial se reforzó ubicando a militares peninsulares como funcionarios (Osante 1999, 70). 

De ahí que no resulte extraño que entre los requisitos exigidos por las autoridades reales para ocupar el puesto de gobernador de determinada provincia se precisara textualmente que el prospecto debería ser: “Un sujeto valeroso que venga de la península con más de dos compañías de españoles para que refuercen las que ahí existen y sofoquen a los díscolos de estas poblaciones” (Marchena 1983, 11).

Como se ve, no sólo bastaba colocar en los puestos claves del gobierno a españoles leales a los intereses del imperio español sino que ahora se exigía que estos fueran preferentemente militares, para que junto con los burócratas lograran coaccionar a la población novohispana e instituir una nueva forma de gobernar y administrar el reino. 

Nuevos planes para el virreinato novohispano: 
la creación del ejército

Dentro del conjunto de medidas instauradas por los Borbones, destacan las de índole militar. La presión internacional hizo que las autoridades reales tuvieran que emplear en el nuevo mundo una parte fundamental de su aparato administrativo al servicio del sistema defensivo.

Antes de las reformas, las tropas regulares que guarnecían todo el territorio de la Nueva España apenas sumaban 2 897 soldados; de éstos, mil estaban en los presidios situados al norte del virreinato, 960 en la plaza de Veracruz, 64 en Acapulco y el resto estaba distribuido entre El Carmen, Campeche y la Ciudad de México (Ortiz  2008, 51).

En tiempos de guerra se recurría a la creación de fuerzas milicianas temporales con el consabido disgusto para los oficiales del ejército que las comandaban, ya que difícilmente los milicianos se adaptaban al orden europeo. Históricamente, la defensa principal de los territorios radicó en las compañías milicianas de mulatos y negros de los centros urbanos y pueblos costeros. Pero lo más significativo es que el temor de las autoridades de que los ingleses llegaran al centro del virreinato poco importaba al resto de la población. Así se expresaba el virrey Cruillas cuando se lamentaba de que no podía organizar a las milicias para repeler un probable ataque de los ingleses.

El sistema de defensa basado en los milicianos demostró su fragilidad desde el momento en que las milicias costeras no respondieron ante un ataque a Veracruz. Antes que la lealtad, los milicianos estaban más preocupados por asuntos de índole personal como la recolección de sus cosechas, además no contaban con armas para enfrentar al supuesto enemigo (Archer 1983, 24).

La toma de la Habana y Manila por los ingleses en 1762 fue el detonante para que en la Nueva España se pensara revisar por primera vez las estrategias defensivas del virreinato en su conjunto. Con el fin de establecer un sistema defensivo estable en América, se intentaría organizar un ejército propiamente dicho, es decir, profesional y de carácter permanente (Marchena 1983, 9-10).

Esta realidad hizo que se pusiera en marcha un plan para crear ejércitos en territorios americanos. El gobierno imperial tuvo que aceptar la presencia de fuerzas defensivas estacionadas permanentemente en sus posesiones americanas, para ello, se formaron comités secretos a partir de 1764. Así, comenzaron a llegar oficiales reales con el fin de recorrer, explorar y valorar la situación del virreinato. Si bien la formación de las fuerzas armadas tenía un carácter preventivo, también se pensó como un mecanismo de control social y transmisor de la nueva educación basada en la Ilustración. La reforma era clara en sus objetivos pero la aplicación sería otra cosa (Ortiz 2008, 54).

Hay que considerar que frente al aumento de las necesidades defensivas y la tecnificación de la guerra, la milicia española, que sería el modelo a seguir, experimentó un cambio, podríamos decir radical. A lo largo del siglo xviii la oficialidad empezó a requerir mayor capacitación. Con la idea de preparar a las nuevas generaciones de oficiales, el gobierno Borbón promovió el establecimiento de academias castrenses y navales en diversas regiones de la península. A raíz de ello la formación de las milicias coloniales dejó de estar a cargo de particulares y pasó a ser responsabilidad de gente comisionada capaz “de dar absoluta prioridad a lo defensivo y de evitar la creciente corrupción administrativa que se produjo en la venta de oficios públicos” (Marchena 1983, 9-10).

El sistema de defensa en un principio se levantaría teniendo como base las unidades milicianas, pero organizadas en forma similar a las milicias provinciales españolas. El artífice de todo ello sería el teniente general Juan de Villalba y Angulo, capitán general de Andalucía y oficial muy importante del ejército, quien recibiría el cargo de comandante general e inspector del ejército de la Nueva España. Con este nombramiento, y debido a la importancia que la corona española atribuía a la reforma y a la necesidad de infundir una actitud correcta ante el servicio y el deber hacia el Estado, la Corona daba al nuevo aparato militar suficiente autonomía para crear y administrar al ejército. A Villalba le asignaron un numeroso cuadro español para ayudarlo en sus tareas: 4 mariscales de campo, 6 coroneles, 5 tenientes coroneles, 10 mayores, 109 tenientes, 7 asistentes, 16 cadetes, 228 sargentos, 401 cabos y 151 soldados, incluso tambores, tocador de pífano, un timbalero y un trompetero, además de un regimiento de infantería regular llamado el Regimiento de América (Archer 1983, 25).

Juan de Villalba llegó a Veracruz en 1764 y de inmediato formó dos cuerpos permanentes o fijos: el regimiento de  América y el de Dragones de España. Así fueron apareciendo a lo largo y ancho de la Nueva España otros destacamentos. Ello no estuvo exento de problemas, además de los ya señalados, ya que la presencia de un oficial de la importancia y poder de Villalba en México produjo, de inmediato, conflicto entre las autoridades. El ejército no encajaba bien en la estructura administrativa existente, y los funcionarios de otras jurisdicciones y tribunales resentían cualquier disminución real o imaginaria a sus poderes. Y aunque el comandante llevaba instrucciones específicas de someterse al virrey, quien a su vez debía reconocer la primacía del jefe del ejército en cuestiones militares, desde un principio sostuvieron enfrentamientos.

En 1768 aparecería la primera ordenanza que regulaba el funcionamiento de todas las fuerzas armadas de la monarquía. A la cabeza de la nueva estructura aparecía el ejército permanente de mar y tierra encargado del orden interior y defensa del imperio; luego le seguían las milicias provinciales y urbanas encargadas de la protección y vigilancia de sus respectivos pueblos y ciudades.

Pero la ordenanza real no resolvía el problema de la distribución y organización de los cuerpos porque los virreyes y jefes militares nunca lograron ponerse de acuerdo sobre el tipo de fuerza, ejército o milicia más adecuada para un reino como el de la Nueva España.

Ahora bien, mientras esto ocurría en el centro del virreinato novohispano, en otras latitudes como el noroeste, concretamente en la provincia de Sonora, la realidad, marcaba otro derrotero.

Sonora a fines del siglo xviii: frontera de guerra

Sonora compartió con el conjunto del septentrión novohispano ser un espacio semiárido, escasamente poblado por grupos indígenas cuya organización social era más elemental que la encontrada por los españoles en el área nuclear mesoamericana, lo cual dificultó su conquista e integración subordinada a la sociedad colonial, tanto por ser grupos políticamente no unificados, que no acostumbraban tributar, como por ser sumamente aguerridos (Almada 2000, 45). Esto se tradujo en un dominio colonial “pactado”, es decir, los grupos indígenas que se integraron en las misiones no fueron derrotados militarmente y mantuvieron su capacidad de resistir, incluso de manera violenta, los aspectos más agudos de su condición subordinada. Por otro lado, los  indígenas que se mantuvieron al margen de las misiones, como los seris y los apaches, se enfrentaron de manera violenta con los españoles y los indígenas sedentarios. De tal manera que la historia sonorense tiene como un elemento central la resistencia de los indígenas, a veces latente y a veces declarada, que se prolongó hasta las primeras décadas del siglo xx, largo periodo en el cual es posible ubicar etapas de guerra declarada y etapas de paz relativa (Medina 2008, 56). Esta situación de la provincia de Sonora de ser, como bien ha señalado Marcos Medina, una frontera de guerra durante largos periodos, motivó que los distintos sectores de la población se inmiscuyeran en las actividades bélicas, ya fuera como presidiales o como milicianos, diluyéndose en gran medida la distinción entre civiles y militares.

En la última etapa del siglo xviii, la provincia de Sonora no contaba con un ejército regular, por lo cual su defensa, y en general la defensa de la frontera del virreinato novohispano, siguió recayendo en las fuerzas presidiales. En la segunda mitad del siglo xviii la situación de los presidios se modificó por completo, ya que, entre otras cosas, en este periodo las grandes potencias internacionales empezaban a expandirse y ambicionaban las posesiones americanas de España.

Para enfrentar esta situación, la corona española implementó medidas político-administrativas encaminadas a reforzar el control de sus territorios y aumentar el poderío militar de España; para esto se reorganizaría la hacienda real, se fomentaría el poblamiento, se repartirían tierras, etcétera. La defensa de la frontera era uno de los aspectos principales del proyecto de reformas, porque estos lugares eran los más vulnerables a la invasión de las potencias internacionales. Por dicha razón, las autoridades españolas empezaron a centrar su atención en los presidios fronterizos del norte de la Nueva España y dispusieron la realización de expediciones y campañas militares para pacificar y proteger la frontera. Para el septentrión novohispano en su conjunto, los Borbones planearon un gigantesco esfuerzo de expansión española que debía llevar los dominios efectivos del rey quizá hasta el paralelo 37, es decir, a la altura de la actual ciudad de San Francisco, California. Para ello era menester controlar la guerra contra los nómadas y promover el desarrollo económico, particularmente la minería. 

En 1765, aprovechando que la tropa reglada al mando del comandante Juan Villalba estaba en México, se realizó una junta de guerra donde se discutió lo que era más oportuno hacer y en la que participaron, además del mencionado comandante, el virrey, marqués de Cruillas, el fiscal de México, Juan Antonio Velarde, el auditor de la guerra, Domingo Valcárcel, el mariscal de Campo, Antonio Ricardos y el visitador general de la Nueva España, José de Gálvez, quien había llegado a México dos meses antes (Navarro 1964, 145). El visitador no sólo apoyó la idea del fiscal acerca de “la absoluta necesidad de hacer expedición formal contra los indios enemigos de Sonora y Nueva Vizcaya”, sino que tomó en sus manos el propósito de llevarla a cabo (ibíd., 144). Es importante recordar que para la corona española era de suma importancia que este plan de defensa del territorio recayera en manos de peninsulares adeptos al reformismo.

En esta primera junta de guerra, Gálvez recogió los primeros informes sobre las limitaciones defensivas que privaban en la zona para contrarrestar las constantes invasiones de los apaches y otras rebeliones indígenas y obtuvo algunas noticias sobre los recursos naturales de esas tierras, en especial los ricos yacimientos de metales preciosos de Sonora.

En 1766 el visitador José de Gálvez realizaba grandes progresos   para enviar a Sonora una expedición militar. En distintas juntas de guerra celebradas entre el 6 de junio de 1766 y el 8 de enero de 1767, se acordó acelerar los preparativos, especialmente la fabricación de dos barcos para facilitar el envío de tropas, ya que superaron el número solicitado por el gobernador de Sonora (ibíd., 147-149). La campaña expedicionaria estaría al mando del coronel de dragones Domingo Elizondo, y bajo sus órdenes estaría la tropa de los seis presidios existentes en Sonora, más quinientos soldados de los regimientos de Dragones de México y España, el regimiento de infantería de América y una compañía de fusileros de montaña a los que más tarde se les uniría la Compañía Franca de Voluntarios de Cataluña, un ejército de milicianos y otro más formado por indios (Elizondo 1999).

Las autoridades españolas no estuvieron conformes con los resultados de las expediciones militares y puesto que el peligro de la amenaza expansionista de las potencias europeas seguía latente, así como las irregularidades encontradas por Villalba, se decidió enviar a un comisionado que inspeccionara todas las provincias internas, para lo cual se nombró al marqués de Rubí. Dicho visitador fue acompañado por el ingeniero Nicolás de Lafora. En su recorrido por los presidios, los visitadores se dedicaron a observar con detenimiento cada lugar que visitaban. Para el caso de la provincia de Sonora, investigaron el tipo de habitantes que tenía, se informaron sobre los principales grupos indígenas de la región e indagaron cuáles causaban más problemas a la corona española al no apaciguarse.

La situación de los presidios 

En paralelo y como parte del proyecto militar, al recorrer los presidios del septentrión, el comandante Rubí tenía unos fines muy semejantes a los del brigadier Rivera cincuenta años atrás: buscar a la vez una reducción de los costos de los presidios y mejorar su función militar. En abril de 1768, Rubí realizó un largo recorrido por los veintitrés presidios existentes en la frontera norte, y una vez concluida la visita, remitió al virrey un informe detallado y un dictamen que incluía treinta puntos, donde constaba lo que él consideraba la localización geográfica más favorable de los presidios a lo largo de la frontera.3

Lo que Rubí planteaba era la necesidad de unificar la frontera, es decir, abandonar la utilidad local que los presidios tenían y construir una línea o cordón defensivo. Esta línea iría desde un punto entre el presidio de Altar y la misión de Sonoyta hasta la desembocadura del río Guadalupe en el mar del norte, y funcionaría como una especie de muralla china. Rubí indicaba con ello cómo la Corona, tratando de abarcar siempre territorios extensos, no había distinguido los dominios verdaderos de los imaginarios. En función de ello, sugería que olvidarse de estos últimos y prestar toda la atención a los primeros sería una política sabia.4 Decidió finalmente que se colocaran en una línea que seguía muy de cerca el paralelo 30, hasta donde llegaban efectivamente los dominios de la Corona (con la sola excepción de Santa Fe y San Antonio de Béjar). 

El criterio de Rubí fue de carácter militar: los presidios debían ubicarse de tal modo que impidieran la entrada de los nómadas, o bien facilitaran su persecución y castigo. Asimismo, propuso y se aceptó la creación de una inspección de presidios con sede en la villa de Chihuahua. El primer inspector fue un sobrino del visitador Gálvez, Bernardo de Gálvez, quien más tarde escaló en la burocracia colonial hasta llegar a virrey de la Nueva España. Una vez que la propuesta de Rubí fue aprobada en 1772, varios presidios se trasladaron hacia el norte. 

Para diseñar este ambicioso proyecto, Gálvez, con ayuda del virrey, propuso la creación de una instancia gubernamental con amplias facultades militares y fiscales, así como administrativas y religiosas. En 1776 nacía, por orden del rey Carlos III, la Comandancia General de las Provincias Internas, como se denominaba a las provincias septentrionales (Nueva Vizcaya, Nuevo México, Coahuila, Texas, las Californias, Sonora y Sinaloa), que tendría su sede en Arizpe. El primer comandante fue Teodoro de Croix, quien, en medio de un gran conflicto con el virrey Bucarelli —opuesto a perder mando sobre el territorio septentrional—, llegó a Chihuahua en marzo de 1778. Allí vivió hasta fines de septiembre de 1779 y vale la pena repasar algunas de sus medidas más importantes. 

En primer lugar, De Croix no compartía la idea de Rubí de privilegiar la función militar de los presidios, más bien los consideraba un mecanismo para fortalecer la ocupación de la provincia, lo que significaba otorgarles una función de poblamiento, incluida la vigilancia de rutas y caminos. Por tal razón, esos establecimientos debían estar cerca de los núcleos de población para protegerlos y facilitar su propio abastecimiento.

A pesar de lo anterior, el fruto principal de la expedición realizada por Rubí y Lafora a los presidios internos fue la creación del reglamento de 1772. 

El reglamento de 1772 para los presidios
de la frontera del virreinato novohispano 

Su objetivo era el establecimiento y la conclusión de una línea o cordón de presidios, como se dijo antes, era una operación de carácter militar para impedir la entrada de los nómadas o facilitar su persecución. Para ello, propuso el abandono de los presidios y misiones situadas al noreste de Béjar y una reorganización total de la vasta línea de guarniciones que se extendía desde el Mar de California hasta el de México.5 El encargado de poner en práctica este reglamento fue el comandante Hugo O’Conor. A partir de su implementación se hicieron los ajustes requeridos en la provincia de Sonora y se organizaron más campañas contra los apaches.  



OEBPS/Images/Portadilla.png
Ignacio Almada Bay
José Marcos Medina Bustos
Compiladores

De los margenes al centro
Sonora en la independencia y la revolucion:
cambios y continuidades

ELCOLEGIO
e ORE Colacclén 2010






OEBPS/Images/PORTADA_INTERIOR.png
Ignacio Almada Bay

José Marcos Medina Bustos

Editores

De los margenes al centro
Sonora en la independencia y la revolucion:
cambios y continuidades





